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LA DEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO POR PARTE DEL JUEZ DE TUTELA. “La jurisprudencia constitucional ha sido consistente en sostener que la acción de tutela y las actuaciones que ella genera no se encuentran sujetas a fórmulas sacramentales, solemnidades, ni requisitos especiales que terminen por obstaculizar la finalidad con que la misma fue concebida, que no es otra, que el resguardo inmediato de los derechos fundamentales; sin embargo, también ha expresado que tal informalidad no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso, en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. Es así que en procura de garantizar el respeto por dichas prerrogativas, el juez constitucional está llamado a hacer uso de las amplias facultades oficiosas que,  en materia de tutela,  ha sido revestido, siendo una de ellas, la vinculación al trámite de tutela de todos aquéllos sujetos que integran la parte pasiva de la litis y que estarían obligados a restablecer los derechos fundamentales, en caso de advertirse su afectación, pues no en vano, el parágrafo del artículo 29 del Decreto 2591 de 1991, prohíbe las sentencias inhibitorias. Lo anterior, no tiene otra finalidad que permitir que las personas naturales o jurídicas que puedan estar involucradas con la vulneración de los derechos sobre los cuales se busca la protección, así como aquéllas que puedan verse afectadas por el cumplimiento de una eventual orden de amparo, o por las decisiones que adopte el juez constitucional, puedan ejercer garantías procesales de orden constitucional materializadas en su oportuna intervención al trámite, para que puedan pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso de los medios de defensa y contradicción que ofrece el ordenamiento jurídico.”.
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Sería del caso decidir la impugnación formulada por la señora Claudia María García Muñoz en calidad de curadora de Héctor Jaime García Muñoz contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el día 24 de noviembre de 2016, dentro de la acción de tutela iniciado contra COLPENSIONES, pero un estudio preliminar del caso impide que tal propósito se lleve a cabo, dado que se ha configurado una nulidad insaneable conforme pasa a explicarse, previas las siguientes
CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿La falta de vinculación de terceros con interés legítimo, genera la nulidad en el trámite de tutela?
1. LA DEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO Y LA VINCULACIÓN DE TERCEROS CON INTERÉS LEGÍTIMO POR PARTE DEL JUEZ DE TUTELA.

La jurisprudencia constitucional ha sido consistente en sostener que la acción de tutela y las actuaciones que ella genera no se encuentran sujetas a fórmulas sacramentales, solemnidades, ni requisitos especiales que terminen por obstaculizar la finalidad con que la misma fue concebida, que no es otra, que el resguardo inmediato de los derechos fundamentales; sin embargo, también ha expresado que tal informalidad no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso, en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. 

Es así que en procura de garantizar el respeto por dichas prerrogativas, el juez constitucional está llamado a hacer uso de las amplias facultades oficiosas que, en materia de tutela, ha sido revestido, siendo una de ellas, la vinculación al trámite de tutela de los terceros con interés en el proceso, pues no en vano, el parágrafo del artículo 29 del Decreto 2591 de 1991, prohíbe las sentencias inhibitorias.

Lo anterior, no tiene otra finalidad que permitir que las personas naturales o jurídicas que puedan estar involucradas con la vulneración de los derechos sobre los cuales se busca la protección, así como aquéllas que puedan verse afectadas por el cumplimiento de una eventual orden de amparo, o por las decisiones que adopte el juez constitucional, puedan ejercer garantías procesales de orden constitucional materializadas en su oportuna intervención al trámite, con el fin de pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso de los medios de defensa y contradicción que ofrece el ordenamiento jurídico.

Al efecto dijo la Corte Constitucional en Auto-055 de 1997, ratificado en la providencia 191 de 2011, lo siguiente:

 “Y respecto de los terceros, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 permiten que el tercero con interés legítimo en el proceso intervenga como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra quien se hubiere dirigido la demanda de tutela y le ordenan al juez que se le notifiquen las providencias que se emitan.  Nótese como la ley no solo permite la intervención del tercero, bien sea para demandar también protección constitucional o para que oponerse a ella, sino que respecto de él extiende la cobertura de los actos de comunicación procesal”. 
Así las cosas, resulta evidente que la falta de vinculación o de notificación de las actuaciones procesales efectuadas en el trámite de una tutela a un tercero con interés legítimo, generan una nulidad que impide atener de fondo el asunto, pero que puede ser subsanada con la efectiva la integración del contradictorio. 
2. CASO CONCRETO
Según la resolución No GNR 281183 de 22 de septiembre de 2016, visible a folios 39 y 40 del expediente, la pensión de sobreviviente que pretende el actor ya le fue reconocida en un 100% al señor Elias Alfredo García García en calidad de cónyuge y/o compañero de la señora Ruby Muñoz de García, situación que hacía necesario que el juez de primer grado vinculara aquél al presente trámite, pues resulta evidente que en el caso de prosperar el amparo constitucional solicitado por el accionante, éste se vería seriamente afectado en sus intereses, dado que vería menguado el monto que en la actualidad recibe como mesada pensional.

En el anterior orden de ideas, se declarará la nulidad de la sentencia impugnada, con el fin de que se vincule al señor Elías Alfredo García García al presente trámite.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de la sentencia proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el 24 de noviembre de 2016, dentro de la acción de tutela promovida por la señora CLAUDIA MARÍA GARCÍA MUÑOZ en calidad de curadora del señor HÉCTOR JAIME GARCÍA MUÑOZ contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES-.

SEGUNDO: REMITIR a través de la Secretaría de esta Corporación, el expediente al referido despacho, para que subsane la falencia advertida en el trámite.
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

El Magistrado,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
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